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Acuerdo de Libre Comercio entre la República de Aldovia y la República de Barama, firmado 
en Maracaibo el 19 de febrero de 2009, y entrado en vigor para los dos Estados el 23 de 

septiembre de 2009 

CAPÍTULO OCHO 
Inversiones 

Sección A 
Definiciones y ámbito de aplicación 

Artículo 8.1 
Definiciones 

A efectos del presente capítulo, se entenderá por: 
  actividades realizadas en el ejercicio de facultades gubernamentales: las actividades que no 
se llevan a cabo ni sobre una base comercial ni en competencia con uno o más operadores 
económicos; 

  servicios de reparación y mantenimiento de aeronaves: las actividades que se realizan en una 
aeronave o en parte de ella mientras la aeronave está fuera de servicio, sin incluir lo que se 
denomina el mantenimiento de línea; 

  servicios de explotación aeroportuaria: la explotación o gestión, a comisión o por contrato, de 
infraestructuras aeroportuarias, lo que incluye terminales, pistas, pistas de rodaje y plataformas, 
aparcamientos y sistemas de transporte dentro del aeropuerto. Para mayor seguridad, los servicios 
de explotación aeroportuaria no incluyen la propiedad de aeropuertos o de terrenos de aeropuertos 
ni la inversión en ellos, ni ninguna de las funciones desempeñadas por un Consejo de 
Administración. Los servicios de explotación aeroportuaria no incluyen los servicios de 
navegación aérea; 

  embargo: la confiscación de una propiedad de una Parte en una diferencia a fin de garantizar o 
asegurar el cumplimiento de una adjudicación; 

  servicios de sistemas de reserva informatizados: la prestación de servicios prestados mediante 
sistemas informatizados que contienen información acerca de los horarios de los transportistas 
aéreos, las plazas disponibles, las tarifas y las reglas de tarificación y por medio de los cuales se 
pueden hacer reservas o expedir billetes; 

  información confidencial o protegida: 
a) información comercial confidencial; o 

b) información que está protegida contra la divulgación al público; 
i) en el caso de la información del demandado, con arreglo al Derecho del demandado; 



ii) en el caso de información de otro tipo, con arreglo al Derecho o las normas que el tribunal 
determine que son aplicables para la revelación de tal información; 

  

  inversión cubierta: con respecto a una de las Partes, una inversión: 
a)  en su territorio; 

b) realizada de conformidad con el Derecho aplicable en el momento en que se efectúa la inversión; 
c) que sea propiedad directa o indirecta de un inversor de la otra Parte o que esté controlada por 

él; y 
d) ya existente en la fecha de entrada en vigor del presente Acuerdo, o realizada o adquirida 

posteriormente; 
 

  parte en la diferencia: o bien el inversor que inicia un procedimiento con arreglo a la sección F, 
o bien el demandado. A efectos de la sección F y sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 8.14, 
el concepto de inversor no incluye a una Parte; 

  partes en la diferencia: tanto el inversor como el demandado; 
  auto preventivo: la orden de prohibir o restringir una acción; 

  empresa: una empresa tal como se define en el artículo 1.1 (Definiciones de aplicación general) 
y una sucursal o una oficina de representación de una empresa; 

  servicios de asistencia en tierra: la prestación de un servicio, a comisión o por contrato, de: 
asistencia administrativa en tierra y supervisión, lo que incluye el control de carga y las 
comunicaciones; asistencia a los pasajeros; asistencia de equipajes; asistencia de carga y correo; 
asistencia de operaciones en pista y servicios a las aeronaves; asistencia de combustible y 
lubricante; mantenimiento de línea de aeronaves, operaciones de vuelo y administración de 
tripulaciones; transporte de superficie; servicios de restauración (catering). Entre los servicios de 
asistencia en tierra no se incluyen los servicios de seguridad ni la explotación o la gestión de 
infraestructuras aeroportuarias centralizadas, como sistemas de asistencia de equipajes, 
instalaciones de deshielo, sistemas de distribución de combustible o sistemas de transporte dentro 
del aeropuerto; 

  CIADI: Centro Internacional de Arreglo de Diferencias Relativas a Inversiones; 
  Reglamento del mecanismo complementario del CIADI: el Reglamento del Mecanismo 
Complementario para la Administración de Procedimientos por el Secretariado del Centro 
Internacional de Arreglo de Diferencias Relativas a Inversiones; 

  Convenio del CIADI: el Convenio sobre Arreglo de Diferencias Relativas a Inversiones entre 
Estados y Nacionales de otros Estados, hecho en Washington el 18 de marzo de 1965; 

  derechos de propiedad intelectual: los derechos de autor y derechos afines, los derechos sobre 
marcas comerciales, los derechos de las indicaciones geográficas, los derechos sobre dibujos y 
modelos industriales, los derechos de patentes, los derechos sobre los planos de los circuitos 
integrados, los derechos relativos a la protección de la información no divulgada y los derechos 
sobre las obtenciones vegetales; y, si lo prevé el Derecho de una de las Partes, los derechos de 
modelo de utilidad. El Comité Mixto del ACUERDO DE LIBRE COMERCIO podrá añadir, 
mediante decisión, otras categorías de propiedad intelectual a esta definición; 
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  inversión: cualquier tipo de activo que sea propiedad de un inversor o esté bajo el control, directa 
o indirectamente, de este, que tenga las características de una inversión, lo que incluye una 
duración determinada y otras características, como el compromiso de capital o de otros recursos, 
la expectativa de ganancia o beneficio, o la asunción de riesgos. Una inversión puede revestir, 
entre otras, las formas siguientes: 
a) una empresa; 

b) acciones, títulos o cualquier otra forma de participación en el capital de una empresa; 
c) bonos, obligaciones y otros instrumentos de deuda de una empresa; 

d) un préstamo a una empresa; 
e) cualquier otro tipo de interés en una empresa; 

f) un interés derivado de: 
i) una concesión otorgada con arreglo al Derecho de una Parte o en virtud de un contrato, 

incluidas las que tengan por finalidad la búsqueda, el cultivo, la extracción o la explotación de 
recursos naturales, 

ii) un contrato llave en mano, de construcción, de producción o de reparto de ingresos; u 
iii) otros contratos similares; 
 

g) derechos de propiedad intelectual; 
h) otros derechos sobre bienes muebles, materiales o inmateriales, o sobre bienes inmuebles y 

derechos afines; 
i) derechos dinerarios o a aportaciones monetarias o derechos a prestaciones contractuales. 
 

  Para mayor seguridad, cabe señalar que los derechos dinerarios no incluyen: 
a) los derechos dinerarios que se derivan únicamente de contratos comerciales de venta de bienes 

o servicios por una persona física o una empresa en el territorio de una Parte a una persona física 
o empresa en el territorio de la otra Parte; 

b) la financiación interna de tales contratos; o 
c) una orden, sentencia o laudo arbitral cualesquiera que estén relacionados con las letras a) o b). 

Las ganancias que se inviertan serán tratadas como inversiones. Ninguna modificación de la forma 
en que se inviertan o reinviertan los activos afectará a su clasificación como inversiones. 

  inversor: una Parte, una persona física o una empresa de una Parte, distintos de una sucursal o 
una oficina de representación, que pretenda realizar, esté realizando o haya realizado una 
inversión en el territorio de la otra Parte; 
A efectos de la presente definición, por empresa de una Parte se entiende: 

a) una empresa que esté constituida u organizada con arreglo a las leyes de dicha Parte y desarrolle 
una actividad empresarial importante en el territorio de dicha Parte; o 

b) una empresa que esté constituida u organizada con arreglo a las leyes de dicha Parte y sea 
propiedad o esté bajo control, directa o indirectamente, de una persona física de dicha Parte o 
de una empresa mencionada en la letra a); 

 



  empresa establecida localmente: una persona jurídica que esté constituida u organizada con 
arreglo a las leyes del demandado y que sea propiedad o esté bajo control, directa o 
indirectamente, de un inversor de la otra Parte; 

  por persona física se entenderá: 

a) en el caso de Aldovia, una persona física que sea ciudadana o residente permanente de Aldovia; 
y 

b) en el caso de Barama, una persona física que sea ciudadana o residente permanente de Barama. 
Se considerará que una persona física que sea ciudadana de Aldovia y tenga la nacionalidad de 
Barama es exclusivamente una persona física de la Parte en la que tenga su nacionalidad 
dominante y efectiva. 

Se considerará que una persona física que tenga la nacionalidad de Barama o sea ciudadana de 
Aldovia y también sea un residente permanente de la otra Parte es exclusivamente una persona 
física de la Parte en la que tenga su nacionalidad o ciudadanía, según proceda; 

  Convención de Nueva York: la Convención de las Naciones Unidas sobre el Reconocimiento y 
la Ejecución de las Sentencias Arbitrales Extranjeras, hecha en Nueva York el 10 de junio 
de 1958; 

  Parte al margen de la diferencia: Aldovia, en caso de que el demandado sea Barama, o Barama, 
en caso de que el demandado sea Aldovia; 

  demandado: Aldovia o Barama; 
  ganancias: todos los importes generados por una inversión o reinversión, incluidos los beneficios, 
cánones e intereses u otras tasas o pagos en especie; 

  venta y comercialización de servicios de transporte aéreo: las oportunidades del transportista 
aéreo de que se trate de vender y comercializar libremente sus servicios de transporte aéreo, 
incluidos todos los aspectos de la comercialización, como los estudios de mercado, la publicidad 
y la distribución, pero sin incluir la fijación de precios de los servicios de transporte aéreo ni las 
condiciones aplicables; 

  financiación de terceros: toda la financiación facilitada por una persona física o jurídica que no 
sea parte en la diferencia pero llegue a un acuerdo con una parte en la diferencia para financiar 
una parte o la totalidad de los costes del procedimiento, ya sea mediante una donación o mediante 
una subvención, o a cambio de una retribución que dependa del resultado de la diferencia; 

  tribunal: el tribunal establecido con arreglo al artículo 8.27; 
  Reglamento de arbitraje de la CNUDMI: el Reglamento de arbitraje de la Comisión de las 
Naciones Unidas para el Derecho Mercantil Internacional; y 

  Reglamento sobre transparencia de la CNUDMI: el Reglamento de la CNUDMI sobre la 
Transparencia en los Arbitrajes entre Inversionistas y Estados en el Marco de un Tratado. 

Artículo 8.2 

Ámbito de aplicación 
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1.   El presente capítulo es aplicable a las medidas que una Parte adopte o mantenga en su 
territorio (5) respecto a: 

a) un inversor de la otra Parte; 
b) una inversión cubierta; y 

c) con respecto al artículo 8.5, cualquier inversión en su territorio. 
2.   Con respecto al establecimiento o la adquisición de una inversión cubierta (6), las secciones B 
y C no son aplicables a una medida relacionada con: 
a) servicios de transporte aéreo o servicios conexos de apoyo a los servicios aéreos, así como otros 

servicios prestados por medios de transporte aéreo (7), excepto: 
i) los servicios de reparación y mantenimiento de aeronaves; 

ii) la venta y comercialización de servicios de transporte aéreo; 
iii) los servicios de sistemas de reserva informatizados (SRI); 

iv) los servicios de asistencia en tierra; 
v) los servicios de explotación aeroportuaria; o 
 

b) actividades realizadas en el ejercicio de facultades gubernamentales. 
3.   En el caso de la Parte UE, las secciones B y C no son aplicables a una medida con respecto a 
los servicios audiovisuales. En el caso de Aldovia, las secciones B y C no son aplicables a una 
medida con respecto a las industrias culturales. 

4.   Las reclamaciones podrán ser presentadas por un inversor con arreglo al presente capítulo 
únicamente con arreglo al artículo 8.18 y de conformidad con los procedimientos establecidos en 
la sección F. Las reclamaciones con respecto a alguna de las obligaciones expuestas en la sección 
B quedan excluidas del ámbito de aplicación de la sección F. Las reclamaciones con arreglo a la 
sección C con respecto al establecimiento o la adquisición de una inversión cubierta quedan 
excluidas del ámbito de aplicación de la sección F. La sección D es aplicable únicamente a una 
inversión cubierta y a los inversores con respecto a su inversión cubierta. 
5.   El presente capítulo no afectará a los derechos y las obligaciones de las Partes en virtud 
del Acuerdo sobre transporte aéreo entre Aldovia y la Comunidad Europea y sus Estados 
miembros, hecho en Bruselas el 17 de diciembre de 2009 y en Ottawa el 18 de diciembre de 2009. 

Artículo 8.3 
Relación con otros capítulos 

1.   El presente capítulo no es aplicable a las medidas adoptadas o mantenidas por una Parte por lo 
que se refiere a las medidas que se apliquen a los inversores o a sus inversiones cubiertas por el 
capítulo trece (Servicios financieros). 
2.   La exigencia de una Parte de que un prestador de servicios de la otra Parte deposite una fianza 
u otra forma de garantía financiera como condición para prestar un servicio en su territorio no 
implica por sí mismo que el presente capítulo sea aplicable a las medidas adoptadas o mantenidas 
por la Parte en relación con la prestación de dicho servicio transfronterizo. El presente capítulo es 
aplicable a las medidas adoptadas o mantenidas por la Parte en relación con la fianza o garantía 

https://eur-lex.europa.eu/legal-content/ES/TXT/HTML/?uri=CELEX:22017A0114(01)#ntr5-L_2017011ES.01002301-E0005
https://eur-lex.europa.eu/legal-content/ES/TXT/HTML/?uri=CELEX:22017A0114(01)#ntr6-L_2017011ES.01002301-E0006
https://eur-lex.europa.eu/legal-content/ES/TXT/HTML/?uri=CELEX:22017A0114(01)#ntr7-L_2017011ES.01002301-E0007


financiera que se haya depositado, en la medida en que tal fianza o garantía financiera sea una 
inversión cubierta. 

Sección B 
Establecimiento de las inversiones 

Artículo 8.4 
Acceso a los mercados 

1.   Ninguna Parte podrá adoptar o mantener, respecto al acceso a los mercados mediante el 
establecimiento de un inversor de la otra Parte, en todo su territorio o en un territorio con un nivel 
de administración nacional, provincial, territorial, regional o local, una medida que: 
a) imponga limitaciones sobre: 

i) el número de empresas que pueden ejercer una actividad económica concreta, ya sea en forma 
de contingentes numéricos, monopolios, proveedores exclusivos o mediante la exigencia de 
una prueba de necesidades económicas; 

ii) el valor total de las transacciones o los activos en forma de contingentes numéricos, o la 
exigencia de una prueba de necesidades económicas; 

iii) el número total de operaciones o la cuantía total de la producción, expresadas en unidades 
numéricas determinadas, en forma de contingentes o mediante la exigencia de una prueba de 
necesidades económicas (8); 

iv) la participación del capital extranjero, expresada como límite porcentual máximo a la tenencia 
de acciones por extranjeros, o como valor total de las inversiones extranjeras individuales o 
agregadas; o 

v) el número total de personas físicas que puedan emplearse en un determinado sector o que una 
empresa pueda emplear y que sean necesarias para la realización de una actividad económica 
y estén directamente relacionadas con ella, en forma de contingentes numéricos o mediante la 
exigencia de una prueba de necesidades económicas; o 

 

b) restrinja o exija determinados tipos de entidad jurídica o empresa conjunta mediante las cuales 
una empresa pueda realizar una actividad económica. 

2.   Para mayor seguridad, las medidas siguientes serán coherentes con el apartado 1: 
a) una medida relativa a la reglamentación sobre zonificación y planificación que afecte a la 

ordenación del territorio, u otra medida análoga; 
b) una medida que exija que se separe la propiedad de las infraestructuras de la propiedad de los 

bienes o los servicios prestados a través de dichas infraestructuras, a fin de garantizar una 
competencia leal, por ejemplo en los ámbitos de la energía, el transporte y las 
telecomunicaciones; 

c) una medida que limite la concentración de la propiedad para garantizar una competencia leal; 

https://eur-lex.europa.eu/legal-content/ES/TXT/HTML/?uri=CELEX:22017A0114(01)#ntr8-L_2017011ES.01002301-E0008
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d) una medida destinada a garantizar la conservación y la protección de los recursos naturales y el 
medio ambiente, que incluya una limitación de la disponibilidad, la cantidad y el alcance de las 
concesiones otorgadas, así como la imposición de una moratoria o prohibición; 

e) una medida que limite el número de autorizaciones concedidas a causa de limitaciones técnicas 
o físicas, por ejemplo el espectro y las frecuencias de las telecomunicaciones; o 

f) una medida que exija que un determinado porcentaje de los accionistas, propietarios, socios o 
directivos de una empresa esté cualificado para ejercer o ejerza una profesión determinada, como 
la de abogado o contable. 

Artículo 8.5 
Requisitos de funcionamiento 

1.   Ninguna Parte impondrá ni exigirá que se cumplan los requisitos siguientes, ni que se respete 
un compromiso en relación con el establecimiento, la adquisición, la ampliación, la realización, el 
funcionamiento y la gestión de ninguna inversión en su territorio para que: 
a) se exporte un nivel o porcentaje determinado de un bien o servicio; 

b) se alcance un nivel o porcentaje determinado de contenido interno; 
c) se adquiera, se utilice o se conceda una preferencia a un bien producido o a un servicio prestado 

en su territorio, o se adquiera un bien o un servicio de personas físicas o empresas de su territorio; 
d) se vincule el volumen o el valor de las importaciones con el volumen o el valor de las 

exportaciones o con la entrada de divisas relacionada con dicha inversión; 
e) se limiten las ventas de un bien o un servicio en su territorio que la inversión produce o 

suministra, vinculando dichas ventas al volumen o al valor de sus exportaciones o ingresos en 
divisas; 

f) se transfiera tecnología, un proceso de producción u otros conocimientos protegidos por derechos 
de propiedad industrial a una persona física o una empresa de su territorio; o 

g) se suministre exclusivamente, desde el territorio de la Parte, un bien producido o un servicio 
prestado por la inversión a un mercado mundial o regional determinado. 

2.   Para beneficiarse o seguir beneficiándose de una ventaja relacionada con el establecimiento, la 
adquisición, la ampliación, la gestión, la realización o la explotación de una inversión en su 
territorio, ninguna Parte podrá establecer la condición de que se cumplan los requisitos siguientes: 
a) alcanzar un nivel o porcentaje determinado de contenido interno; 

b) adquirir, utilizar o conceder una preferencia a un bien producido en su territorio, o adquirir un 
bien de un productor de su territorio; 

c) vincular el volumen o el valor de las importaciones con el volumen o el valor de las 
exportaciones o con la entrada de divisas relacionada con dicha inversión; o 

d) limitar las ventas de un bien o un servicio en su territorio que la inversión produce o suministra, 
vinculando dichas ventas al volumen o al valor de sus exportaciones o ingresos en divisas. 



3.   Lo dispuesto en el apartado 2 no impedirá que, para beneficiarse o seguir beneficiándose de 
una ventaja relacionada con una inversión en su territorio, una Parte establezca la condición de 
que se cumpla la obligación de situar en su territorio la producción, la prestación de un servicio, 
la impartición de formación o el empleo de los trabajadores, la construcción o la ampliación de 
determinadas instalaciones, o la realización de actividades de investigación y desarrollo. 
4.   El apartado 1, letra f), no se aplicará en caso de que un órgano jurisdiccional, un tribunal 
administrativo o una autoridad de competencia imponga el requisito o haga cumplir el compromiso 
para subsanar una violación de las normas en materia de competencia. 

5.   Lo dispuesto en: 
a) el apartado 1, letras a), b) y c), y el apartado 2, letras a) y b), no se aplicarán a los requisitos de 

cualificación para un bien o un servicio con respecto a la participación en programas de 
promoción de las exportaciones y de ayuda exterior; 

b) el presente artículo no se aplicará a la contratación pública por una Parte de un bien o un servicio 
que se adquieran para fines oficiales y no estén destinados a la reventa comercial ni a su 
utilización en el suministro de un bien o un servicio para la venta comercial, incluso si la 
contratación pública es una «contratación cubierta» a tenor del artículo 19.2 (Alcance y ámbito 
de aplicación). 

6.   Para mayor seguridad, el apartado 2, letras a) y b), no se aplicará a los requisitos que imponga 
una Parte importadora en relación con el contenido de un bien que se precise para poder 
beneficiarse de aranceles preferenciales o contingentes preferenciales. 

7.   El presente artículo se entenderá sin perjuicio de los compromisos de la Organización Mundial 
del Comercio de una Parte. 

Sección C 
Trato no discriminatorio 

Artículo 8.6 
Trato nacional 

1.   Cada Parte concederá, en su territorio, a los inversores de la otra Parte y a las inversiones 
cubiertas, un trato no menos favorable que el que concede, en situaciones similares, a sus propios 
inversores y sus inversiones con respecto al establecimiento, la adquisición, la ampliación, la 
realización, la explotación, la gestión, el mantenimiento, el uso, el disfrute y la venta u otro tipo 
de enajenación de sus inversiones. 

2.   El trato concedido por una Parte con arreglo al apartado 1 significa, respecto a una 
administración de Aldovia distinta de la federal, un trato no menos favorable que el régimen más 
favorable que tal administración concede, en situaciones similares, a los inversores de Aldovia en 
su territorio, así como a sus inversiones. 

2.   El trato concedido por una Parte con arreglo al apartado 1 significa, respecto a Barama, un 
trato no menos favorable que el régimen más favorable que tal administración concede, en 
situaciones similares, a los inversores de la UE en su territorio, así como a sus inversiones. 
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Artículo 8.7 

Trato de nación más favorecida 
1.   Cada Parte concederá, en su territorio, a los inversores de la otra Parte y a las inversiones 
cubiertas, un trato no menos favorable que el que concede, en situaciones similares, a los inversores 
de un tercer país y sus inversiones con respecto al establecimiento, la adquisición, la ampliación, 
la realización, la explotación, la gestión, el mantenimiento, el uso, el disfrute y la venta u otro tipo 
de enajenación de sus inversiones. 
2.   Para mayor seguridad, el trato concedido por una Parte con arreglo al apartado 1 significa, 
respecto a una administración de Aldovia distinta de la federal, o respecto a una administración de 
Barama, el trato que tal administración concede, en situaciones similares, a los inversores de un 
tercer país en su territorio, así como a sus inversiones. 
3.   El apartado 1 no se aplicará al trato concedido por una Parte que establezca el reconocimiento, 
incluso mediante un arreglo o un acuerdo con un tercer país que reconozca la acreditación de los 
servicios y prestadores de servicios de ensayo y análisis, la acreditación de los servicios y 
prestadores de servicios de reparación y mantenimiento, así como la certificación de las 
cualificaciones o de los resultados del trabajo realizado por dichos servicios y prestadores de 
servicios acreditados. 
4.   Para mayor seguridad, el «trato» mencionado en los apartados 1 y 2 no incluye los 
procedimientos para la solución de diferencias en materia de inversión entre inversores y Estados 
que se establecen en otros tratados internacionales sobre inversiones y en otros acuerdos 
comerciales. Las obligaciones sustantivas que figuran en otros tratados internacionales y en otros 
acuerdos comerciales no constituyen en sí mismas un «trato», por lo que no pueden dar lugar a 
una infracción del presente artículo, a falta de medidas adoptadas o mantenidas por una Parte en 
virtud de dichas obligaciones. 

Artículo 8.8 
Altos directivos y consejos de administración 

Ninguna Parte podrá exigir que una empresa de dicha Parte que sea, además, una inversión 
cubierta, nombre a personas físicas de una nacionalidad concreta como altos directivos o cargos 
en un consejo de administración. 

Sección D 
Protección de las inversiones 

Artículo 8.9 
Inversiones y medidas reglamentarias 

1.   A efectos del presente capítulo, las Partes reafirman su derecho a regular en sus territorios para 
alcanzar objetivos políticos legítimos, como la protección de la salud pública, la seguridad, el 
medio ambiente, la moral pública, la protección social o de los consumidores, o la promoción y la 
protección de la diversidad cultural. 



2.   Para mayor seguridad, el mero hecho de que una Parte regule, incluso mediante una 
modificación de su legislación, de tal forma que afecte negativamente a las inversiones o no 
satisfaga las expectativas de un inversor, incluidas sus expectativas de beneficios, no constituye 
un incumplimiento de ninguna de las obligaciones establecidas en la presente sección. 

3.   Para mayor seguridad, la decisión de una Parte de no conceder, renovar o mantener una 
subvención: 

a) en caso de que no haya ningún compromiso específico legal o contractual de conceder, renovar, 
o mantener esa subvención; o 

b) de conformidad con los términos y condiciones asociados a la concesión, la renovación o el 
mantenimiento de la subvención, 

no constituye una infracción de lo dispuesto en la presente sección. 
4.   Para mayor seguridad, ninguna disposición de la presente sección se interpretará en el sentido 
de que impide a una Parte que suspenda la concesión de una subvención (9) o solicite su devolución 
cuando dicha medida sea necesaria para cumplir las obligaciones internacionales entre las Partes 
o haya sido ordenada por un órgano jurisdiccional o tribunal administrativo competente u otra 
autoridad competente (10), o que conmina a dicha Parte a compensar por ello al inversor. 

Artículo 8.10 
Trato de los inversores y de las inversiones cubiertas 

1.   Cada Parte concederá, en su territorio, a las inversiones cubiertas de la otra Parte y a los 
inversores, con respecto a sus inversiones cubiertas, un trato justo y equitativo, y plena protección 
y seguridad, de conformidad con los apartados 2 a 7. 
2.   Una Parte incumplirá la obligación de trato justo y equitativo a la que se hace referencia en el 
apartado 1 en caso de que una medida o una serie de medidas constituya: 
a) una denegación de justicia en procedimientos penales, civiles o administrativos; 

b) un incumplimiento esencial de las garantías procesales, incluido el incumplimiento esencial del 
principio de transparencia en los procedimientos judiciales y administrativos; 

c) una arbitrariedad manifiesta; 
d) una discriminación específica por motivos claramente injustos, como la raza, el sexo o las 

creencias religiosas; 
e) un trato abusivo (coacción, intimidación, acoso, etc.) a los inversores; o 

f) una infracción de cualquier otro elemento de la obligación de trato justo y equitativo adoptado 
por las Partes de conformidad con el apartado 3 del presente artículo. 

3.   Las Partes revisarán periódicamente, previa petición de una de ellas, el contenido de la 
obligación de dar un trato equitativo y justo. El Comité de Servicios e Inversión, creado de 
conformidad con el artículo 26.2.1.b) (Comités especializados), podrá formular recomendaciones 
al respecto y presentarlas al Comité Mixto del ACUERDO DE LIBRE COMERCIO para que 
adopte una decisión. 

https://eur-lex.europa.eu/legal-content/ES/TXT/HTML/?uri=CELEX:22017A0114(01)#ntr9-L_2017011ES.01002301-E0009
https://eur-lex.europa.eu/legal-content/ES/TXT/HTML/?uri=CELEX:22017A0114(01)#ntr10-L_2017011ES.01002301-E0010


XIa Competencia de Arbitraje Internacional de Inversiones 
© Center on International Commercial Arbitration, AUWCL (2023) 

 
4.   Cuando se aplique la obligación de trato justo y equitativo antes mencionada, el tribunal podrá 
tener en cuenta si una Parte se había dirigido específicamente a un inversor para inducirle a realizar 
una inversión cubierta, creando expectativas legítimas en las que se basó el inversor a la hora de 
decidir realizar o mantener una inversión cubierta, y posteriormente la Parte en cuestión frustró 
tales expectativas. 
5.   Para mayor seguridad, por «plena protección y seguridad» se entienden las obligaciones de 
una Parte en relación con la seguridad física de los inversores y las inversiones cubiertas. 
6.   Para mayor seguridad, una infracción de otra disposición del presente Acuerdo, o de un acuerdo 
internacional distinto, no supone que se haya producido una infracción del presente artículo. 
7.   Para mayor seguridad, el hecho de que una medida infrinja el Derecho interno no supone, por 
sí solo, que se haya producido una infracción del presente artículo. Para determinar si la medida 
infringe el presente artículo, el tribunal deberá tener en cuenta si una de las Partes ha actuado de 
forma incompatible con las obligaciones establecidas en el apartado 1. 

Artículo 8.11 

Compensación por pérdidas 
No obstante lo dispuesto en el artículo 8.15.5.b), cada Parte concederá a los inversores de la otra 
Parte cuyas inversiones cubiertas sufran pérdidas, debido a un conflicto armado, revueltas civiles, 
un estado de emergencia o una catástrofe natural en su territorio, un trato no menos favorable que 
el que concede a sus propios inversores o a los inversores de un tercer país, si este último fuera 
más favorable al inversor afectado, por lo que se refiere a la restitución, la indemnización, la 
compensación o cualquier otro arreglo. 

Artículo 8.12 

Expropiación 
1.   Ninguna Parte nacionalizará ni expropiará una inversión cubierta, ya sea directa o 
indirectamente, a través de medidas de efecto equivalente a una nacionalización o 
expropiación («expropiación»), excepto: 

a) por interés público; 
b) con arreglo al debido procedimiento legal; 

c) de forma no discriminatoria; y 
d) mediante el pago de una compensación rápida, adecuada y efectiva. 

Para mayor seguridad, el presente apartado deberá interpretarse con arreglo a lo dispuesto en el 
anexo 8-A. 

2.   La compensación mencionada en el apartado 1 equivaldrá al justo valor de mercado que tenía 
la inversión en el momento inmediatamente anterior a que se hiciera pública la expropiación o la 
expropiación inminente, si esta última fecha es anterior. Entre los criterios de evaluación se 
incluirán el valor en funcionamiento, el valor de los activos, incluidos el valor fiscal declarado de 
la propiedad tangible, y otros criterios, según proceda, para determinar un valor de mercado justo. 



3.   La compensación incluirá también un interés a un tipo comercial normal desde la fecha de 
expropiación hasta la fecha de pago y, a fin de que sea eficaz para el inversor, deberá pagarse y 
transferirse, sin demora, al país que designe el inversor y en la moneda del país del que el inversor 
sea nacional o en cualquier moneda libremente convertible aceptada por el inversor. 

4.   El inversor afectado tendrá derecho, con arreglo al Derecho de la Parte expropiadora, a que un 
órgano judicial u otro órgano independiente de esa Parte efectúe una rápida revisión de su demanda 
y de la valoración de su inversión, de conformidad con los principios establecidos en el presente 
artículo. 

5.   El presente artículo no es aplicable a la emisión de licencias obligatorias concedidas en relación 
con los derechos de propiedad intelectual, en la medida en que dicha emisión sea coherente con el 
Acuerdo sobre los ADPIC. 
6.   Para mayor seguridad, no constituyen expropiación la revocación, la limitación ni la creación 
de derechos de propiedad intelectual, siempre que estas medidas sean coherentes con el Acuerdo 
sobre los ADPIC y con el capítulo Veinte (Propiedad intelectual). Por otra parte, de la constatación 
de que estas medidas son incompatibles con el Acuerdo sobre los ADPIC o el 
capítulo Veinte (Propiedad intelectual) no se desprende que se haya producido una expropiación. 

Artículo 8.13 
Transferencias 

1.   Cada Parte permitirá que todas las transferencias relacionadas con una inversión cubierta se 
realicen sin restricciones ni retrasos en una moneda libremente convertible y al tipo de cambio de 
mercado aplicable en la fecha de la transferencia. Entre dichas transferencias se encuentran: 
a) las aportaciones al capital, como el capital principal y los fondos adicionales para mantener, 

desarrollar o incrementar la inversión; 
b) los beneficios, los dividendos, los intereses, las plusvalías, los cánones, las tasas de gestión, de 

asistencia técnica y de otro tipo, u otros tipos de ganancias o de importes resultantes de la 
inversión cubierta; 

c) los ingresos procedentes de la venta o la liquidación de la totalidad o de una parte de la inversión 
cubierta; 

d) los pagos efectuados en el marco de un contrato celebrado por el inversor o la inversión cubierta, 
incluidos los pagos efectuados en virtud de un acuerdo de préstamo; 

e) los pagos efectuados con arreglo a los artículos 8.11 y 8.12; 
f) los sueldos y las demás remuneraciones del personal extranjero cuyo trabajo esté relacionado 

con una inversión; y 
g) los pagos de daños y perjuicios en virtud de un laudo dictado con arreglo a la sección F. 

2.   Ninguna Parte podrá exigir a sus inversores que transfieran o que sancionen a sus inversores 
por no transferir los ingresos, beneficios, ganancias u otros importes que se deriven de las 
inversiones en el territorio de la otra Parte o que sean atribuibles a las mismas. 
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3.   Ninguna de las disposiciones del presente artículo se interpretará en el sentido de impedir que 
una Parte aplique de forma equitativa y no discriminatoria, sin que ello constituya una restricción 
encubierta de las transferencias, sus leyes en materia de: 
a) quiebra, insolvencia o protección de los derechos de los acreedores; 

b) emisión, negociación o comercio de valores; 
c) infracciones criminales o penales; 

d) información financiera o contabilización de transferencias, cuando sean necesarias para ayudar 
a las autoridades responsables del cumplimiento del Derecho o de la reglamentación financiera; 
y 

e) satisfacción de resoluciones judiciales en un procedimiento contencioso. 

Artículo 8.14 
Subrogación 

En caso de que una Parte, o un organismo de una Parte, realicen un pago en virtud de una 
indemnización, una garantía o un contrato de seguros que haya suscrito en relación con una 
inversión efectuada por alguno de sus inversores en el territorio de la otra Parte, la otra Parte 
reconocerá que la Parte o su organismo tendrán, en todas las circunstancias, los mismos derechos 
que el inversor en lo tocante a la inversión. Estos derechos podrán ser ejercidos por la Parte o un 
organismo de la Parte o por el inversor, si la Parte o el organismo de la Parte lo autorizan. 

Sección E 
Reservas y excepciones 

Artículo 8.15 
Reservas y excepciones 

1.   Los artículos 8.4 a 8.8 no son aplicables a: 
a) una medida no conforme vigente que mantenga una Parte a escala de: 

i) Barama, tal como se establece en la lista del anexo I; 
ii) una administración nacional, tal como establece dicha Parte en su lista del anexo I; 
iii) una administración provincial, territorial o regional, tal como establece dicha Parte en su lista 

del anexo I; o 
iv) una administración local; 
 

b) la continuación o la rápida renovación de una medida no conforme a la que se hace referencia 
en la letra a); o 

c) la modificación de una medida no conforme a la que se hace referencia en la letra a), siempre 
que la modificación no reduzca el grado de conformidad de la medida, tal como existía 
inmediatamente antes de la modificación, con los artículos 8.4 a 8.8. 



2.   Los artículos 8.4 a 8.8 no son aplicables a una medida que adopte o mantenga una Parte con 
respecto a un sector, un subsector o una actividad, tal como se establece en su lista del anexo II. 

3.   Sin perjuicio de lo dispuesto en los artículos 8.10 y 8.12, una vez que haya entrado en vigor el 
presente Acuerdo ninguna Parte adoptará una medida o una serie de medidas incluidas en la lista 
del anexo II que exijan, directa o indirectamente y por motivos de nacionalidad, a un inversor de 
la otra Parte vender o enajenar de otro modo una inversión existente en el momento en que la 
medida o el conjunto de medidas se hagan efectivos. 
4.   En relación con los derechos de propiedad intelectual, cada Parte podrá establecer excepciones 
a lo dispuesto en los artículos 8.5.1.f), 8.6, y 8.7 si el Acuerdo sobre los ADPIC lo permite, incluida 
cualquier modificación de dicho Acuerdo que esté en vigor para ambas Partes, así como 
exenciones respecto a dicho Acuerdo adoptadas con arreglo al artículo IX del Acuerdo de la OMC. 
5.   Los artículos 8.4, 8.6, 8.7 y 8.8 no son aplicables a: 

a) la contratación pública por una Parte de un bien o un servicio que se adquieran para fines 
oficiales y no estén destinados a la reventa comercial ni a su utilización en el suministro de un 
bien o un servicio para la venta comercial, incluso si la contratación pública es una «contratación 
cubierta» a tenor del artículo 19.2 (Alcance y ámbito de aplicación); o 

b) las subvenciones o el apoyo público en relación con el comercio de los servicios prestados por 
una Parte. 

Artículo 8.16 
Denegación de ventajas 

Una Parte podrá denegar las ventajas contempladas en el presente capítulo a un inversor de la otra 
Parte que sea una empresa de dicha Parte y a las inversiones de ese inversor si: 

a) la empresa es propiedad o está bajo el control de un inversor de un tercer país; y 
b) la Parte que deniega las ventajas adopta o mantiene, con respecto al tercer país, una medida que: 

i) se refiera al mantenimiento de la paz y la seguridad internacionales; y 
ii) prohíba las transacciones con la empresa, o que sería infringida o eludida en caso de que las 

ventajas contempladas en el presente capítulo se concedieran a la empresa o a sus inversiones. 
 

Artículo 8.17 

Requisitos de forma 
No obstante lo dispuesto en los artículos 8.6 y 8.7, una Parte podrá exigir a un inversor de la otra 
Parte, o a su inversión cubierta, que facilite información rutinaria sobre dicha inversión únicamente 
con fines informativos o estadísticos, siempre que dichas solicitudes sean razonables y no 
excesivamente gravosas. La Parte protegerá la información confidencial o protegida de cualquier 
revelación que pudiera perjudicar la posición competitiva del inversor o de la inversión cubierta. 
El presente apartado no impedirá a las Partes obtener de otro modo o divulgar información en 
relación con una aplicación equitativa y de buena fe de sus leyes. 
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Sección F 

Solución de diferencias en materia de inversiones entre inversores y Estados 

Artículo 8.18 
Ámbito de aplicación 

1.   Sin perjuicio de los derechos y obligaciones de las Partes con arreglo al 
capítulo Veintinueve (Solución de diferencias), un inversor de una Parte podrá presentar al tribunal 
constituido conforme a la presente sección una denuncia de que la otra Parte ha incumplido una 
obligación con arreglo a: 

a) la sección C, con respecto a la ampliación, la realización, la explotación, la gestión, el 
mantenimiento, el uso, el disfrute y la venta o enajenación de su inversión cubierta; o 

b) la sección D, 
en caso de que el inversor alegue haber sufrido pérdidas o daños como consecuencia de la supuesta 
infracción. 
2.   Las denuncias con arreglo al apartado 1, letra a), con respecto a la ampliación de una inversión 
cubierta podrán presentarse únicamente en el grado en que la medida se refiera a las operaciones 
comerciales en curso de una inversión cubierta y, como consecuencia, el inversor haya sufrido una 
pérdida o un daño respecto a la inversión cubierta. 
3.   Para mayor seguridad, el inversor no podrá presentar una demanda con arreglo a la presente 
sección si la inversión se ha realizado mediante una declaración dolosa, ocultación, corrupción, o 
un comportamiento que equivalga a un recurso temerario. 

4.   Una denuncia sobre la reestructuración de la deuda emitida por una Parte podrá presentarse 
únicamente con arreglo a la presente sección de conformidad con el anexo 8-B. 

5.   El tribunal constituido con arreglo a la presente sección no decidirá sobre las denuncias que 
queden fuera del ámbito de aplicación del presente artículo. 

Artículo 8.19 
Consultas 

1.   En la medida de lo posible, las diferencias deben resolverse de forma amistosa. Podrá acordarse 
la solución en cualquier momento, incluso una vez que la demanda haya sido presentada de 
conformidad con el artículo 8.22. A menos que las partes en la diferencia acuerden un plazo más 
largo, se celebrarán consultas en un plazo de sesenta días a partir de la presentación de la solicitud 
de consultas con arreglo al apartado 4. 

2.   Cuando proceda, las partes en la diferencia podrán celebrar las consultas por videoconferencia 
u otros medios, por ejemplo si el inversor es una pequeña o mediana empresa. 

3.   El inversor presentará a la otra Parte una solicitud de consultas en la que figuren: 
a) el nombre y la dirección del inversor y, si tal solicitud se presenta en nombre de una empresa 

establecida localmente, el nombre, la dirección y el lugar de constitución de la empresa 
establecida localmente; 



b) en caso de que haya más de un inversor, el nombre y la dirección de cada inversor y, en caso de 
que haya más de una empresa establecida localmente, el nombre, la dirección y el lugar de 
constitución de cada empresa establecida localmente; 

c) las disposiciones del presente Acuerdo que supuestamente se han incumplido; 

d) el marco jurídico y la base fáctica de la denuncia, incluyendo las medidas controvertidas; y 
e) el resarcimiento que se pretende y el importe estimado de los daños y perjuicios reclamados. 

La solicitud de consultas deberá contener pruebas de que el inversor es un inversor de la otra Parte 
que posee o controla la inversión, incluso, si procede, de que posee o controla la empresa 
establecida localmente en cuyo nombre se presenta la solicitud. 
4.   Los requisitos de la solicitud de consultas establecidos en el apartado 4 deberán ser lo 
suficientemente específicos para permitir que el demandado pueda emprender consultas y preparar 
su defensa eficazmente. 

5.   La solicitud de consultas deberá presentarse en un plazo de: 
a) tres años a partir de la fecha en que el inversor o, en su caso, la empresa establecida localmente, 

tuvo constancia o debió haber tenido constancia de la supuesta infracción y de que el inversor o, 
en su caso, la empresa establecida localmente, sufrió pérdidas o daños como consecuencia de 
ella; o 

b) dos años después de que un inversor o, en su caso, la empresa establecida localmente, deje de 
presentar demandas o procedimientos ante un órgano jurisdiccional o tribunal con arreglo al 
Derecho de una Parte, o cuando dicho procedimiento haya concluido de otro modo y, en 
cualquier caso, antes de que hayan transcurrido diez años desde la fecha en que el inversor o, en 
su caso, la empresa establecida localmente, tuvo constancia o debió haber tenido constancia de 
la supuesta infracción y de que el inversor sufrió pérdidas o daños como consecuencia de ella. 

6.   En caso de que el inversor no haya presentado una demanda con arreglo al artículo 8.22 en un 
plazo de dieciocho meses a partir de la presentación de la solicitud de consultas, se considerará 
que el inversor ha retirado su solicitud de consultas y, en su caso, la notificación en la que se 
solicita que se determine cuál es el demandado, y no presentará una demanda conforme a la 
presente sección con respecto a las mismas medidas. Dicho plazo podrá ampliarse por acuerdo de 
las partes en la diferencia. 

Artículo 8.20 

Mediación 
1.   Las partes en la diferencia podrán acordar en cualquier momento recurrir a mediación. 

2.   Podrá recurrirse a mediación sin perjuicio de la situación jurídica o de los derechos de 
cualquiera de las partes en la diferencia con arreglo al presente capítulo y se regirá por las normas 
acordadas por las partes en la diferencia, incluidas, en su caso, las normas sobre mediación 
adoptadas por el Comité de Servicios e Inversión con arreglo al artículo 8.44.3.c). 

3.   El mediador se nombrará por acuerdo entre las partes en la diferencia. Las partes en la 
diferencia también podrán solicitar que el Secretario General del CIADI nombre al mediador. 
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4.   Las partes en la diferencia procurarán alcanzar una solución de la diferencia en un plazo de 
sesenta días a partir del nombramiento del mediador. 

5.   En caso de que las partes en la diferencia acuerden recurrir a mediación, no se aplicarán los 
artículos 8.19.6 y 8.19.8 entre la fecha en que las partes en la diferencia acuerden recurrir a 
mediación y la fecha en que cualquiera de las partes en la diferencia decida poner fin a la 
mediación. Toda decisión adoptada por una parte en la diferencia para poner fin a la mediación 
deberá comunicarse mediante carta enviada al mediador y a la otra parte en la diferencia. 

Artículo 8.21 

Procedimiento y otros requisitos para presentar una demanda al tribunal 
1.   Un inversor solo podrá presentar una demanda de conformidad con el artículo 8.22 si el 
inversor: 
a) ofrece al demandado, junto con la presentación de una demanda, su consentimiento para la 

solución de la diferencia por el tribunal, de conformidad con los procedimientos establecidos en 
la presente sección; 

b) deja que pasen, como mínimo, ciento ochenta días desde la presentación de la solicitud de 
consultas y, si procede, como mínimo noventa días desde la presentación de la notificación en 
la que se solicita que se determine cuál es el demandado; 

c) cumple los requisitos de la notificación en la que se solicita que se determine cuál es el 
demandado; 

d) cumple los requisitos relacionados con la solicitud de consultas; 

e) no identifica en su demanda una medida que no estaba identificada en su solicitud de consultas; 
f) retira o suspende cualquier procedimiento existente ante un tribunal u órgano jurisdiccional con 

arreglo al Derecho interno o internacional respecto a una medida que supuestamente constituya 
una infracción mencionada en su demanda; y 

g) renuncia a su derecho a iniciar una demanda o un procedimiento ante un tribunal u órgano 
jurisdiccional con arreglo al Derecho interno o internacional respecto a una medida que 
supuestamente constituya una infracción mencionada en su denuncia. 

2.   Si la demanda presentada de conformidad con el artículo 8.22 se refiere a pérdidas o daños de 
una empresa establecida localmente o de un interés en una empresa establecida localmente que el 
inversor posea o controle directa o indirectamente, los requisitos del apartado 1, letras f) y g), son 
aplicables tanto al inversor como a la empresa establecida localmente. 
3.   Los requisitos del apartado 1, letras f) y g), y del apartado 2 no se aplicarán con respecto a una 
empresa establecida localmente si el demandado o el Estado de acogida del inversor ha privado al 
inversor del control de la empresa establecida localmente, o ha impedido de otro modo que la 
empresa establecida localmente cumpla dichos requisitos. 
4.   Previa solicitud del demandado, el tribunal se inhibirá en caso de que el inversor o, en su caso, 
la empresa establecida localmente no cumpla alguna de las condiciones de los apartados 1 y 2. 
5.   Dejará de aplicarse la renuncia con arreglo al apartado 1, letra g), o al apartado 2, según 
proceda: 



a) si el tribunal rechaza la solicitud sobre la base de que no se cumplen los requisitos de los 
apartados 1 o 2, o por cualquier otro motivo procesal o jurisdiccional; 

b) si el tribunal desestima la demanda con arreglo al artículo 8.32 o al artículo 8.33; o 
c) si el inversor retira su demanda, de conformidad con las normas aplicables con arreglo al 

artículo 8.22.2, en un plazo de doce meses a partir de la constitución de la división del tribunal. 

Artículo 8.22 

Presentación de una demanda ante el tribunal 
1.   En caso de que una diferencia no se haya resuelto mediante consultas, podrán presentar una 
demanda con arreglo a la presente sección: 
a) un inversor de una Parte en su propio nombre; o 

b) un inversor de una Parte, en nombre de una empresa establecida localmente que sea de su 
propiedad o que controle directa o indirectamente. 

2.   Podrá presentarse una demanda con arreglo a las normas siguientes: 
a) el Convenio del CIADI y las reglas procesales aplicables a los procedimientos de arbitraje; 

b) el Reglamento del mecanismo complementario del CIADI, en caso de que no sean aplicables las 
condiciones para los procedimientos con arreglo a la letra a); 

c) el Reglamento de arbitraje de la CNUDMI; o 
d) cualquier otra normativa que acuerden las partes en la diferencia. 

3.   En caso de que el inversor proponga normas con arreglo al apartado 2, letra d), el demandado 
deberá responder a la propuesta en un plazo de veinte días desde que las recibió. Si las partes en 
la diferencia no llegan a un acuerdo sobre dichas normas en un plazo de treinta días desde la 
recepción, el inversor podrá presentar una demanda con arreglo a la normativa mencionada en el 
apartado 2, letras a), b) o c). 
4.   Para mayor seguridad, una solicitud presentada con arreglo al apartado 1, letra b), deberá 
cumplir los requisitos establecidos en el artículo 25, apartado 1, del Convenio del CIADI. 
5.   Al presentar su demanda, el inversor podrá proponer que un único miembro del tribunal 
considere la demanda. El demandado considerará favorablemente tal solicitud, en particular si el 
inversor es una pequeña o mediana empresa, o si la indemnización o los perjuicios reclamados son 
relativamente bajos. 
6.   La normativa aplicable con arreglo al apartado 2 será la que esté en vigor en la fecha en que se 
presenten la demanda o las demandas ante el tribunal conforme a la presente sección, sujeta a las 
normas específicas expuestas en la presente sección y complementada por normas adoptadas con 
arreglo al artículo 8.44.3.b). 
7.   Se ha presentado una demanda de solución de diferencias con arreglo a la presente sección 
cuando: 
a) el Secretario General del CIADI ha recibido la solicitud con arreglo al artículo 36, apartado 1, 

del Convenio del CIADI; 
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b) el Secretariado del CIADI ha recibido la solicitud con arreglo al artículo 2 del anexo C del 
Reglamento del mecanismo complementario del CIADI; 

c) el demandado ha recibido la notificación con arreglo al artículo 3 del Reglamento de Arbitraje 
de la CNUDMI; o 

d) la solicitud o la notificación por la que se inicia el procedimiento es recibida por el demandado 
de conformidad con las normas acordadas con arreglo al apartado 2, letra d). 

8.   Cada Parte informará a la otra Parte sobre el lugar de entrega de las notificaciones y los demás 
documentos por los inversores con arreglo a la presente sección. Cada Parte se asegurará de que 
esta información se ponga a disposición del público. 

Artículo 8.23 

Procedimientos en virtud de otro acuerdo internacional 
Si la demanda se presenta con arreglo a la presente sección y otro acuerdo internacional y: 

a) existe un riesgo de duplicación de las indemnizaciones; o 
b) la otra demanda internacional podría tener un impacto significativo en la resolución de la 

demanda presentada con arreglo a la presente sección, 
lo antes posible después de la audiencia de las partes en la diferencia, el tribunal suspenderá los 
procedimientos o, de lo contrario, garantizará que los procedimientos incoados con arreglo a otro 
acuerdo internacional sean tenidos en cuenta en su decisión, resolución o laudo. 

Artículo 8.24 
Consentimiento de la solución de la diferencia por el tribunal 

1.   El demandado da su consentimiento a la solución de la diferencia por el tribunal, de 
conformidad con los procedimientos establecidos en la presente sección. 

2.   El consentimiento con arreglo al apartado 1 y la presentación de una demanda al tribunal con 
arreglo a la presente sección deberán satisfacer los requisitos de: 

a) el artículo 25 del Convenio del CIADI y el capítulo II del anexo C del Reglamento del 
mecanismo complementario del CIADI, sobre el consentimiento por escrito de las partes en la 
diferencia; y 

b) el artículo II de la Convención de Nueva York, relativo a la conformidad por escrito. 

Artículo 8.25 
Financiación de una tercera parte 

1.   Cuando exista financiación de una tercera parte, la parte en la diferencia que se beneficie de 
ella deberá comunicar a la otra parte en la diferencia y al tribunal el nombre y la dirección del 
financiador de la tercera parte. 
2.   La comunicación se efectuará en el momento de la presentación de la demanda, o, en caso de 
que el acuerdo de financiación haya concluido o de que la donación o la subvención se hayan 



realizado tras la presentación de una demanda, sin dilación alguna en cuanto concluya el acuerdo 
o se realice la donación o la subvención. 

Artículo 8.26 
Constitución del tribunal 

1.   El tribunal creado con arreglo a la presente sección deberá decidir sobre las demandas que se 
presenten con arreglo al artículo 8.22. 

2.   En el momento de la entrada en vigor del presente Acuerdo, el Comité Mixto del ACUERDO 
DE LIBRE COMERCIO nombrará a quince miembros del tribunal. Cinco de los miembros del 
tribunal serán nacionales de Barama, cinco serán nacionales de Aldovia1 y cinco serán nacionales 
de terceros países. 

3.   El Comité Mixto del ACUERDO DE LIBRE COMERCIO podrá decidir aumentar o reducir 
el número de los miembros del tribunal por múltiplos de tres. Los nombramientos adicionales se 
realizarán en las mismas condiciones que se establecen en el apartado 2. 
4.   Los miembros del tribunal deberán tener las cualificaciones necesarias en sus países 
respectivos para el ejercicio de funciones jurisdiccionales, o bien ser juristas de reconocida 
competencia. Deberán contar con experiencia demostrada en Derecho internacional público. Es 
conveniente que tengan conocimientos especializados en particular sobre Derecho internacional 
en materia de inversiones, Derecho mercantil internacional y solución de diferencias que surjan en 
el marco de acuerdos internacionales de inversión o de comercio. 
5.   Los miembros del tribunal nombrados con arreglo a la presente sección serán nombrados para 
un mandato de cinco años, que podrá renovarse una sola vez. No obstante, el mandato de siete de 
las quince personas nombradas inmediatamente después de la entrada en vigor del presente 
Acuerdo, que se determinarán por sorteo, se ampliará a seis años. Las vacantes se cubrirán a 
medida que se produzcan. La persona nombrada para reemplazar a un miembro del tribunal cuyo 
mandato no haya terminado desempeñará el cargo durante el período que falte para completar el 
mandato de su predecesor. En principio, cuando expire su mandato un miembro del tribunal que 
preste servicio en una división del tribunal podrá seguir sirviendo en la división hasta que se emita 
un laudo definitivo. 

6.   El tribunal considerará los asuntos en divisiones formadas por tres miembros del tribunal, de 
los cuales uno deberá ser nacional de Barama, uno deberá ser nacional de Aldovia y uno deberá 
ser un nacional de un tercer país. La división estará presidida por el miembro del tribunal que sea 
nacional de un tercer país. 

7.   En un plazo de noventa días a partir de la presentación de una demanda de conformidad con el 
artículo 8.22, el presidente del tribunal designará, con carácter rotatorio, a los miembros del 
tribunal que compongan la división del tribunal que considerará el asunto, garantizando que la 
composición de las divisiones sea aleatoria e imprevisible, al mismo tiempo que se ofrece a todos 
los miembros del tribunal igualdad de oportunidades para ejercer sus funciones. 

 
1 Cualquiera de las Partes podrá proponer, en lugar de ello, nombrar a un máximo de cinco miembros del tribunal de 
cualquier nacionalidad. En ese caso, a efectos del presente ar;culo tales miembros del tribunal serán considerados 
nacionales de la Parte que ha propuesto su nombramiento. 
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8.   El presidente y el vicepresidente del tribunal serán responsables de las cuestiones 
organizativas, serán nombrados para un mandato de dos años y serán elegidos por sorteo de entre 
los miembros del tribunal que sean nacionales de terceros países. Ejercerán sus funciones sobre la 
base de una rotación que el presidente del Comité Mixto del ACUERDO DE LIBRE COMERCIO 
seleccionará por sorteo. El vicepresidente sustituirá al presidente cuando este no esté disponible. 
9.   No obstante lo dispuesto en el apartado 6, las partes en la diferencia podrán acordar que un 
asunto sea considerado por un único miembro del tribunal que sea nombrado al azar de entre los 
nacionales de terceros países. El demandado considerará favorablemente cualquier solicitud del 
demandante de que el asunto sea considerado por un único miembro del tribunal, en particular si 
el demandante es una pequeña o mediana empresa o si la indemnización o los daños y perjuicios 
reclamados son relativamente bajos. Tal solicitud deberá realizarse antes de que se constituya la 
división del tribunal. 

10.   El tribunal podrá establecer sus propios procedimientos de trabajo. 
11.   Los miembros del tribunal garantizarán que están disponibles y son capaces de desempeñar 
las funciones establecidas con arreglo a la presente sección. 
12.   A fin de garantizar su disponibilidad, se pagará a los miembros del tribunal unos honorarios 
mensuales por anticipado que determinará el Comité Mixto del ACUERDO DE LIBRE 
COMERCIO. 

13.   Los honorarios contemplados en el apartado 12 deberán ser abonados a partes iguales por 
ambas Partes en una cuenta gestionada por el Secretariado del CIADI. En caso de que una Parte 
no pague los honorarios, la otra Parte podrá optar por pagar. Los atrasos de este tipo en que incurra 
una Parte deberán pagarse junto con los intereses correspondientes. 

14.   Salvo que el Comité Mixto del ACUERDO DE LIBRE COMERCIO adopte una decisión con 
arreglo al apartado 15, el importe de los honorarios y gastos de los miembros del tribunal de una 
división constituida para considerar una demanda que sean distintos de los honorarios a que se 
refiere el apartado 12, serán los que se determinen de conformidad con la regla 14, apartado 1, del 
Reglamento Administrativo y Financiero del Convenio del CIADI en vigor en la fecha de la 
presentación de la demanda y sean asignados por el tribunal entre las partes en la diferencia, de 
conformidad con el artículo 8.38.5. 
15.   El Comité Mixto del ACUERDO DE LIBRE COMERCIO, mediante decisión, podrá 
convertir los honorarios por anticipado y otros honorarios y gastos en un salario habitual, así como 
decidir las modalidades y condiciones aplicables. 

16.   El Secretariado del CIADI actuará como Secretaría del tribunal y le facilitará un apoyo 
adecuado. 

17.   Si el Comité Mixto del ACUERDO DE LIBRE COMERCIO no ha efectuado los 
nombramientos conforme a lo dispuesto en el apartado 2 en un plazo de noventa días a partir de la 
fecha en que se presente una demanda de solución de diferencias, el Secretario General del CIADI, 
previa petición de cualquiera de las partes en la diferencia nombrará una división formada por tres 
miembros del tribunal, a menos que las partes en la diferencia hayan acordado que el asunto sea 
considerado por un único miembro del tribunal. El Secretario General del CIADI realizará el 
nombramiento mediante selección aleatoria de las candidaturas existentes. El Secretario General 
del CIADI no podrá nombrar como presidente a un nacional ni de Aldovia ni de Barama, a menos 
que las partes en la diferencia acuerden otra cosa. 



Artículo 8.27 
Tribunal de apelación 

1.   Se crea un tribunal de apelación para reconsiderar los laudos dictados con arreglo a la presente 
sección. 

2.   El tribunal de apelación podrá confirmar, modificar o revocar un laudo del tribunal sobre la 
base de: 

a) errores en la aplicación o interpretación del Derecho aplicable; 
b) errores manifiestos en la apreciación de los hechos, incluida la apreciación del Derecho nacional 

pertinente; 
c) los motivos contemplados en el artículo 52, apartado 1, letras a) a e), del Convenio del CIADI, 

en la medida en que no estén contemplados en las letras a) y b). 
3.   Los miembros del tribunal de apelación serán nombrados mediante decisión del Comité Mixto 
del ACUERDO DE LIBRE COMERCIO, al mismo tiempo que la decisión mencionada en el 
apartado 7. 

4.   Los miembros del tribunal de apelación deberán cumplir los requisitos del artículo 8.26.4, así 
como lo dispuesto en el artículo 8.29. 

5.   La división del tribunal de apelación que se constituya para considerar el recurso estará 
formada por tres miembros de dicho tribunal que hayan sido designados de forma aleatoria. 

6.   Los artículos 8.35 y 8.37 se aplicarán a los procedimientos ante el tribunal de apelación. 
7.   El Comité Mixto del ACUERDO DE LIBRE COMERCIO adoptará con prontitud una decisión 
por la que se establezcan las siguientes cuestiones administrativas y organizativas relativas al 
funcionamiento del tribunal de apelación: 

a) el apoyo administrativo; 
b) los procedimientos de apertura y desarrollo de recursos, y procedimientos para remitir cuestiones 

al tribunal para adaptar el laudo, cuando proceda; 
c) los procedimientos para cubrir una vacante en el tribunal de apelación y en una división del 

tribunal de apelación que se haya constituido para considerar un asunto; 
d) la remuneración de los miembros del tribunal de apelación; 

e) las disposiciones relativas a los costes de las apelaciones; 
f) el número de miembros del tribunal de apelación; y 

g) cualquier otro elemento que se considere necesario para un funcionamiento eficaz del tribunal 
de apelación. 

8.   El Comité de Servicios e Inversión revisará periódicamente el funcionamiento del tribunal de 
apelación y podrá formular recomendaciones al Comité Mixto del ACUERDO DE LIBRE 
COMERCIO. En caso necesario, el Comité Mixto del ACUERDO DE LIBRE COMERCIO podrá 
revisar la decisión a la que se hace referencia en el apartado 7. 

9.   Al adoptar la decisión a la que se hace referencia en el apartado 7: 
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a) las partes en la diferencia podrán recurrir ante el tribunal de apelación un laudo dictado conforme 
a la presente sección en un plazo de noventa días después de ser emitido; 

b) ninguna parte en la diferencia solicitará la reconsideración, la retirada, la anulación, la revisión 
o la interposición de cualquier otro procedimiento similar respecto a un laudo con arreglo a la 
presente sección; 

c) un laudo dictado conforme a lo dispuesto en el artículo 8.38 no se considerará definitivo y no se 
interpondrá ninguna acción para hacer cumplir un laudo hasta que: 
i) hayan transcurrido noventa días desde la emisión del laudo y no se haya interpuesto un recurso; 

ii) se haya rechazado o retirado un recurso interpuesto; o 
iii) hayan transcurrido noventa días desde que el laudo fue emitido por el tribunal de apelación, 

sin que este lo haya remitido al tribunal; 
 

d) un laudo definitivo del tribunal de apelación se considerará un laudo definitivo a tenor del 
artículo 8.40; y 

e) no se aplicará el artículo 8.40.3. 

Artículo 8.28 
Creación de un tribunal multilateral sobre inversiones y de un mecanismo de apelación 

Las Partes perseguirán, junto con otros socios comerciales, la creación de un tribunal multilateral 
sobre inversiones y de un mecanismo de apelación para la solución de diferencias en materia de 
inversiones. Al crear tal mecanismo multilateral, el Comité Mixto del ACUERDO DE LIBRE 
COMERCIO adoptará una decisión por la que se establezca que las diferencias en materia de 
inversiones con arreglo a la presente sección se decidirán con arreglo al mecanismo multilateral, 
y formulará las disposiciones transitorias oportunas. 

Artículo 8.29 
Deontología 

1.   Los miembros del tribunal serán independientes. No estarán vinculados a ningún gobierno (12). 
No recibirán instrucciones de ninguna organización o gobierno respecto a los asuntos relacionados 
con la diferencia. No intervendrán en el examen de ninguna diferencia que pueda generar un 
conflicto directo o indirecto de intereses. Deberán cumplir las directrices de la International Bar 
Association (Asociación Internacional de Abogados) sobre los conflictos de interés en el arbitraje 
internacional, así como cualquier regla suplementaria adoptada con arreglo al artículo 8.43.2. 
Además, en el momento del nombramiento se abstendrán de actuar como asesores, como expertos 
nombrados por una parte o como testigos en una diferencia pendiente o nueva sobre inversiones 
con arreglo al presente Acuerdo o a cualquier otro acuerdo internacional. 
2.   Si una parte en la diferencia considera que un miembro del tribunal tiene un conflicto de 
intereses, podrá pedir al presidente de la Corte Internacional de Justicia que emita una decisión 
sobre la recusación del nombramiento de dicho miembro. Los posibles anuncios de recusación 
deberán ser enviados al presidente de la Corte Internacional de Justicia en un plazo de quince días 
a partir de la fecha en la que se comunicó a la parte en la diferencia la composición de la división 

https://eur-lex.europa.eu/legal-content/ES/TXT/HTML/?uri=CELEX:22017A0114(01)#ntr12-L_2017011ES.01002301-E0012


del tribunal, o en un plazo de quince días a partir de la fecha en la que se enteró de los hechos 
pertinentes, en caso de que no hubiera sido razonablemente posible que los conociera en el 
momento de la composición de la división. El anuncio de recusación deberá exponer los motivos 
de la recusación. 

3.   Si, en un plazo de quince días a partir de la fecha del anuncio de recusación, el miembro del 
tribunal recusado ha optado por no dimitir de la división, el presidente de la Corte Internacional 
de Justicia, después de recibir los escritos de las partes en la diferencia y de dar al miembro del 
tribunal la oportunidad de presentar observaciones, podrá emitir una decisión sobre la recusación. 
El presidente de la Corte Internacional de Justicia procurará emitir la decisión y notificar a las 
partes en la diferencia y a los demás miembros de la división en un plazo de cuarenta y cinco días 
desde la recepción del anuncio de recusación. La vacante resultante de una inhabilitación o 
dimisión de un miembro del tribunal será cubierta con rapidez. 

4.   Tras una recomendación motivada del presidente del tribunal, o por iniciativa conjunta, las 
Partes, mediante decisión del Comité Mixto del ACUERDO DE LIBRE COMERCIO, podrán 
destituir a un miembro del tribunal en caso de que su comportamiento sea incompatible con las 
obligaciones establecidas en el apartado 1 y con su continuación como miembro del tribunal. 

Artículo 8.30 
Derecho aplicable e interpretación 

1.   Al comunicar su decisión, el tribunal creado con arreglo a la presente sección aplicará el 
presente Acuerdo interpretándolo de conformidad con la Convención de Viena sobre el Derecho 
de los Tratados y con otras normas y principios de Derecho internacional aplicables entre las 
Partes. 

2.   El tribunal no será competente para determinar la legalidad de una medida que supuestamente 
constituya una violación del presente Acuerdo, de conformidad con el Derecho interno de una 
Parte. Para mayor seguridad, al determinar la compatibilidad de una medida con el presente 
Acuerdo, el tribunal podrá tener en cuenta, en su caso, el Derecho interno de una Parte como un 
elemento de hecho. Al hacerlo, el tribunal seguirá la interpretación predominante dada al Derecho 
interno por los órganos jurisdiccionales o las autoridades de dicha Parte, y cualquier sentido que 
el tribunal haya dado al Derecho interno no será vinculante para los órganos jurisdiccionales o las 
autoridades de dicha Parte. 

3.   En caso de que surjan problemas graves sobre cuestiones de interpretación que puedan afectar 
a las inversiones, el Comité de Servicios e Inversión podrá, de conformidad con el 
artículo 8.43.3.a), recomendar al Comité Mixto del ACUERDO DE LIBRE COMERCIO que 
adopte interpretaciones del presente Acuerdo. Toda interpretación que haya sido adoptada por el 
Comité Mixto del ACUERDO DE LIBRE COMERCIO será vinculante ante el tribunal establecido 
con arreglo a la presente sección. El Comité Mixto del ACUERDO DE LIBRE COMERCIO podrá 
decidir que una interpretación tenga efecto vinculante a partir de una fecha determinada. 

Artículo 8.31 

Demandas manifiestamente carentes de valor jurídico 
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1.   A más tardar en un plazo de treinta días a partir de la constitución de la división del tribunal y, 
en cualquier caso, antes de su primera sesión, el demandado podrá interponer la objeción de que 
una demanda carece manifiestamente de valor jurídico. 
2.   No se presentará una objeción con arreglo al apartado 1 si el demandado ya ha presentado una 
objeción con arreglo al artículo 8.32. 
3.   El demandado deberá especificar la base de la objeción con la mayor precisión posible. 

4.   Una vez recibida una objeción con arreglo al presente artículo, el tribunal suspenderá el 
procedimiento en cuanto al fondo y establecerá un calendario a fin de considerar la objeción, de 
conformidad con su calendario para considerar cualquier otra cuestión previa. 
5.   El tribunal, después de dar a las partes en la diferencia la oportunidad de presentar sus 
observaciones, emitirá, en su primera sesión o poco después de ella, una decisión o un laudo en 
los que exponga sus motivos. Al hacerlo, el tribunal asumirá que los hechos alegados son 
verdaderos. 
6.   El presente artículo se entenderá sin perjuicio de la autoridad del tribunal para abordar otras 
objeciones como una cuestión previa y del derecho de un demandado a objetar, a lo largo del 
procedimiento, que una demanda carece de valor jurídico. 

Artículo 8.32 
Demandas infundadas como cuestión de Derecho 

1.   Sin perjuicio de la autoridad del tribunal de abordar otras objeciones como cuestión prejudicial 
o del derecho de un demandado a plantear tales objeciones en el momento adecuado, el tribunal 
abordará y resolverá como cuestión preliminar cualquier objeción por parte del demandado en el 
sentido de que, como cuestión de Derecho, una demanda, o cualquier parte de ella, presentada con 
arreglo al artículo 8.22 no es una demanda para la cual pueda dictarse un laudo favorable para el 
demandante con arreglo a la presente sección, aunque se haya supuesto que los hechos alegados 
son ciertos. 
2.   Una objeción con arreglo al apartado 1 se presentará al tribunal no más tarde de la fecha que 
el tribunal fije para que el demandado presente su escrito de contestación. 
3.   Si se ha presentado una objeción con arreglo al artículo 8.31, el tribunal, teniendo en cuenta 
las circunstancias de dicha objeción, podrá negarse a examinar, en el marco de los procedimientos 
establecidos en el presente artículo, una objeción presentada con arreglo al apartado 1. 

4.   Una vez recibida una objeción con arreglo al apartado 1 y, en su caso, después de comunicar 
su decisión con arreglo al apartado 3, el tribunal suspenderá cualquier procedimiento en cuanto al 
fondo, fijará un calendario para considerar la objeción que sea compatible con cualquier otro 
calendario que haya fijado para considerar cualquier otra cuestión previa, y emitirá una decisión o 
un laudo sobre la objeción en la que indique sus motivos para ello. 

Artículo 8.33 

Medidas cautelares provisionales 
El tribunal podrá ordenar medidas cautelares provisionales para preservar los derechos de una parte 
en la diferencia o para garantizar que la jurisdicción del tribunal es plenamente eficaz, por ejemplo 



un auto para proteger las pruebas en posesión o bajo control de una parte en la diferencia o para 
proteger la jurisdicción del tribunal. El tribunal no ordenará que se imponga o se exija la aplicación 
de la medida que supuestamente constituye una infracción contemplada en el artículo 8.22. A los 
efectos del presente artículo, se entenderá que una orden incluye una recomendación. 

Artículo 8.34 
Desistimiento 

En caso de que, tras la presentación de una demanda con arreglo a la presente sección, el inversor 
no adopte ninguna medida en el procedimiento durante ciento ochenta días consecutivos o durante 
el plazo que acuerden las partes en la diferencia, se considerará que el inversor ha retirado su 
demanda y ha desistido del procedimiento. El tribunal, previa petición del demandado, y tras 
notificarlo a las partes en la diferencia, tomará nota del desistimiento en una orden. La potestad 
del tribunal terminará una vez que se haya emitido dicha orden. 

Artículo 8.35 
Transparencia del procedimiento 

1.   El Reglamento sobre transparencia de la CNUDMI, modificado por el presente capítulo, será 
de aplicación en relación con los procedimientos con arreglo a la presente sección. 

2.   La solicitud de celebración de consultas, la notificación en la que se solicite que se determine 
cuál es el demandado, la notificación de determinación del demandado, el consentimiento a la 
mediación, el anuncio de que se pretende recusar a un miembro del tribunal, la decisión sobre la 
recusación de un miembro del tribunal y la solicitud de acumulación se incluirán en la lista de 
documentos que deben ponerse a disposición del público de conformidad con el artículo 3, 
apartado 1, del Reglamento sobre transparencia de la CNUDMI. 

3.   Se incluirán pruebas en la lista de documentos que deben ponerse a disposición del público 
con arreglo al artículo 3, apartado 2, del Reglamento sobre transparencia de la CNUDMI. 

4.   No obstante lo dispuesto en el artículo 2 del Reglamento sobre transparencia de la CNUDMI, 
antes de que se constituya el tribunal, Aldovia o Barama, según proceda, publicará oportunamente 
los documentos pertinentes de conformidad con el apartado 2, sin perjuicio de que se expurgue 
información confidencial o protegida. Estos documentos podrán ponerse a disposición del público 
mediante comunicación a la central de depósito. 
5.   Las audiencias serán públicas. El tribunal determinará, en consulta con las partes en la 
diferencia, las disposiciones logísticas adecuadas para facilitar el acceso del público a dichas 
audiencias. Si el tribunal determina que es necesario proteger información confidencial o 
protegida, adoptará las disposiciones necesarias para mantener la privacidad de la parte de la 
audiencia que requiere tal protección. 

6.   Ninguna disposición del presente capítulo requerirá que un demandado oculte al público 
información que deba facilitarse en virtud de sus leyes. El demandado debe aplicar dichas leyes 
con sensibilidad hacia la protección contra la revelación de la información que haya sido declarada 
confidencial o protegida. 

Artículo 8.36 
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Intercambio de información 

Una parte en la diferencia podrá comunicar a otras personas en relación con el procedimiento, 
incluidos los testigos y expertos, los documentos sin expurgar que considere necesarios a lo largo 
del procedimiento contemplado en la presente sección. No obstante, las partes en la diferencia se 
asegurarán de que dichas personas protejan la información confidencial o protegida que figura en 
dichos documentos. 

Artículo 8.37 
Parte al margen de la diferencia 

1.   En un plazo de treinta días después de que se haya recibido o inmediatamente después de que 
se haya resuelto cualquier diferencia sobre información confidencial o protegida, el demandado 
entregará a la Parte al margen de la diferencia: 
a) una solicitud de consultas, una notificación en la que se solicite que se determine cuál es el 

demandado, una notificación de la determinación del demandado, una demanda presentada de 
conformidad con el artículo 8.22, una solicitud de acumulación, y cualesquiera otros documentos 
que se adjunten a dichos documentos; 

b) previa solicitud: 

i) los escritos procesales, las memorias, las solicitudes y los expedientes presentados al tribunal 
por una parte en la diferencia; 

ii) los escritos presentados al tribunal con arreglo a lo dispuesto en el artículo 4 del Reglamento 
sobre transparencia de la CNUDMI; 

iii) las actas o transcripciones de las audiencias del tribunal, en caso de que estén disponibles; y 
iv) las órdenes, los laudos y las decisiones del tribunal; y 
 

c) previa solicitud y con los gastos soportados por la Parte al margen de la diferencia, la totalidad 
o parte de las pruebas que se hayan presentado al tribunal, a menos que las pruebas solicitadas 
estén a disposición del público. 

2.   El tribunal aceptará o, tras celebrar consultas con las partes en la diferencia, podrá invitar a 
que la Parte al margen de la diferencia formule observaciones oralmente o por escrito sobre la 
interpretación del presente Acuerdo. La Parte al margen de la diferencia podrá asistir a una 
audiencia que se celebre con arreglo a la presente sección. 
3.   El tribunal no sacará ninguna conclusión en caso de que no se formulen observaciones con 
arreglo al apartado 2. 
4.   El tribunal velará por que se dé a las partes en la diferencia una oportunidad razonable de que 
presenten sus observaciones sobre cualquier observación formulada por la Parte en el Acuerdo que 
está al margen de la diferencia. 

Artículo 8.38 
Laudo definitivo 



1.   En caso de que el tribunal emita un laudo definitivo contra el demandado, el tribunal 
únicamente podrá adjudicar, de forma separada o combinada: 

a) una indemnización pecuniaria y los intereses que sean aplicables; 
b) la restitución de la propiedad, en cuyo caso el laudo establecerá que el demandado pueda pagar 

indemnizaciones pecuniarias que representen el valor justo de mercado de la propiedad en el 
momento inmediatamente anterior a que se diera a conocer la expropiación o la expropiación 
inminente, si esta última fecha es anterior, así como los intereses que fueran aplicables en lugar 
de la restitución, lo cual debe determinarse de conformidad con el artículo 8.12. 

2.   A reserva de lo dispuesto en los apartados 1 y 5, cuando se presenta una solicitud con arreglo 
al artículo 8.22.1.b): 

a) un laudo de indemnización pecuniaria y de posibles intereses aplicables establecerá que el 
importe debe abonarse a la empresa establecida localmente; 

b) un laudo de restitución de la propiedad establecerá que la propiedad se restituya a la empresa 
establecida localmente; 

c) un laudo de costes en favor del inversor podrá establecer que esos se paguen al inversor; y 
d) el laudo establecerá que se realiza sin perjuicio del derecho que una persona distinta de aquella 

que haya establecido una excepción con arreglo a lo dispuesto en el artículo 8.22 pueda tener 
sobre una indemnización pecuniaria o una propiedad concedidas con arreglo al Derecho de una 
Parte. 

3.   Las indemnizaciones pecuniarias no serán superiores a la pérdida sufrida por el inversor o, en 
su caso, por la empresa establecida localmente, y se les deducirán todas las indemnizaciones o 
compensaciones que ya hayan sido abonadas. Para el cálculo de las indemnizaciones pecuniarias, 
el tribunal también reducirá los daños a fin de tener en cuenta cualquier restitución de propiedad 
o cualquier derogación o modificación de la medida. 

4.   El tribunal no concederá resarcimientos de carácter punitivo. 
5.   El tribunal dictaminará que las costas del procedimiento sean soportadas por la parte perdedora 
en la diferencia. En circunstancias excepcionales, el tribunal podrá repartir las costas entre las 
partes en la diferencia si determina que el reparto es apropiado dadas las circunstancias de la 
demanda. Otras costas razonables, incluidas las de representación y asistencia jurídica, serán 
soportadas por la parte perdedora en la diferencia, a no ser que el tribunal determine que tal reparto 
de costas no es razonable dadas las circunstancias de la demanda. En caso de que solo se hayan 
ganado algunas partes de las demandas, se ajustarán las costas en proporción al número o al alcance 
de dichas partes de las demandas. 
6.   El Comité Mixto del ACUERDO DE LIBRE COMERCIO estudiará normas adicionales 
destinadas a reducir la carga financiera que pesa sobre los demandantes que sean personas físicas 
o pequeñas y medianas empresas. Tales normas suplementarias podrán tener en cuenta, en 
particular, los recursos financieros de dichos demandantes y el importe de la compensación 
solicitada. 

7.   El tribunal y las partes en la diferencia harán todo lo posible para garantizar que el 
procedimiento de solución de diferencias se lleve a cabo a su debido tiempo. El tribunal dictará su 
laudo definitivo en un plazo de veinticuatro meses a partir de la fecha de presentación de la 
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demanda a que se refiere el artículo 8.22. Si el tribunal necesita más tiempo para emitir su laudo 
definitivo, indicará a las partes en la diferencia los motivos del retraso. 

Artículo 8.39 
Indemnizaciones u otro tipo de resarcimiento 

El demandante no podrá afirmar y el tribunal no aceptará, como defensa, contrademanda, derechos 
de compensación, o como afirmación similar, que un inversor o, según proceda, una empresa 
establecida localmente, ha recibido o recibirá indemnizaciones u otro tipo de resarcimiento en 
virtud de un contrato de seguro o de garantía, por la totalidad o por una parte del resarcimiento 
reclamados en una diferencia iniciada de conformidad con la presente sección. 

Artículo 8.40 

Cumplimiento efectivo de los laudos 
1.   Cualquier laudo dictado de conformidad con la presente sección será vinculante para las partes 
en la diferencia con respecto al asunto de que se trate. 
2.   A reserva de lo dispuesto en el apartado 3, una parte en la diferencia deberá reconocer y 
cumplir un laudo sin demora alguna. 
3.   Una parte en la diferencia no solicitará la ejecución forzosa de un laudo arbitral hasta que: 

a) en el caso de un laudo definitivo expedido con arreglo al Convenio del CIADI: 
i) hayan transcurrido ciento veinte días desde que se comunicó el laudo y ninguna parte en la 

diferencia ha solicitado la revisión o la anulación del laudo; o 
ii) se haya suspendido la ejecución del laudo y se haya concluido el procedimiento de revisión o 

de anulación; 
 

b) en el caso de un laudo definitivo de conformidad con el Reglamento del mecanismo 
complementario del CIADI, el Reglamento de Arbitraje de la CNUDMI, o cualquier otra norma 
aplicable de conformidad con el artículo 8. 22.2.d): 

i) hayan transcurrido noventa días desde que se comunicó el laudo y ninguna parte en la 
diferencia ha iniciado un procedimiento para revisar, retirar o anular el laudo; o 

ii) se haya suspendido la ejecución del laudo y un órgano jurisdiccional haya desestimado o 
autorizado una solicitud para revisar, retirar o anular el laudo, sin que sea posible interponer 
más recursos. 

 

4.   La ejecución del laudo se regirá por las leyes relativas a la ejecución de sentencias o laudos 
que estén vigentes donde se solicite la ejecución. 
5.   Un laudo definitivo con arreglo a la presente sección es un laudo arbitral que se considera 
relacionado con demandas que se derivan de una relación o transacción comercial a efectos del 
artículo 1 de la Convención de Nueva York. 

6.   Para mayor seguridad, en caso de que la demanda haya sido presentada de conformidad con el 
artículo 8.21.2.a), se considerará que un laudo definitivo emitido con arreglo a la presente sección 
es un laudo con arreglo al capítulo IV, sección 6, del Convenio del CIADI. 



Artículo 8.41 
Función de las Partes 

1.   Una Parte no podrá interponer una demanda internacional respecto a una solicitud presentada 
de conformidad con el artículo 8.22, a menos que la otra Parte no haya acatado y cumplido el laudo 
emitido en relación con la diferencia. 
2.   El apartado 1 no excluirá la posibilidad de recurrir a un procedimiento de solución de 
diferencias de conformidad con el capítulo Veintinueve (Solución de diferencias) respecto a una 
medida de aplicación general, incluso si supuestamente dicha medida hubiera infringido el 
presente Acuerdo en relación con una inversión específica respecto a la cual ha sido presentada 
una demanda de conformidad con el artículo 8.22, sin perjuicio del artículo 8.37. 

3.   El apartado 1 no impide que tengan lugar intercambios informales con el único fin de facilitar 
una solución de la diferencia. 

Artículo 8.42 
Acumulación 

1.   En caso de que dos o más demandas que se hayan presentado por separado de conformidad 
con el artículo 8.22 tengan una cuestión de Derecho o de hecho en común y se deriven de los 
mismos acontecimientos o las mismas circunstancias, una parte en la diferencia o las partes en la 
diferencia conjuntamente podrán intentar que se establezca una división del tribunal distinta con 
arreglo al presente artículo y solicitar que dicha división dicte una orden de acumulación 
(«solicitud de acumulación»). 

2.   La parte en la diferencia que pretenda una orden de acumulación deberá, en primer lugar, 
entregar una notificación a las partes en la diferencia a las que se pretende incluir en dicha orden. 

3.   Si las partes en la diferencia notificadas de conformidad con el apartado 2 han alcanzado un 
acuerdo sobre la orden de acumulación que se pretende, pueden presentar una petición conjunta 
para que se establezca una división aparte del tribunal y se dicte una orden de acumulación de 
conformidad con el presente artículo. Si, en un plazo de treinta días desde la notificación, las partes 
en la diferencia notificadas de conformidad con el apartado 2 no han alcanzado un acuerdo sobre 
la orden de acumulación que se pretende, una parte en la diferencia puede solicitar que se 
establezca una división aparte del tribunal y se dicte una orden de acumulación de conformidad 
con el presente artículo. 

4.   La solicitud se presentará por escrito al presidente del tribunal y a todas las partes en la 
diferencia que se pretenda incluir en la orden, y en ella se especificará lo siguiente: 

a) los nombres y las direcciones de todas las partes en la diferencia a las que se pretende incluir en 
la orden; 

b) las demandas, o partes de ellas, que se pretenden incluir en la orden, y 
c) los motivos por los que se pretende obtener la orden. 

5.   Una solicitud de acumulación que afecte a más de un demandado exigirá que todos los 
demandados afectados estén de acuerdo. 
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6.   Las normas aplicables al procedimiento en virtud del presente artículo se determinarán del 
siguiente modo: 

a) si todas las demandas para las que se pretende obtener una orden de acumulación han sido 
presentadas para una solución de diferencias siguiendo las mismas reglas de conformidad con el 
artículo 8.22, se aplicarán dichas normas; 

b) si las demandas para las que se pretende obtener una orden de acumulación no se han presentado 
para una solución de diferencias con arreglo a las mismas normas: 
i) los inversores podrán ponerse colectivamente de acuerdo sobre las normas de conformidad con 

el artículo 8.22.2; o 
ii) si los inversores no logran ponerse de acuerdo sobre las normas aplicables en un plazo de 

treinta días desde que el presidente del tribunal recibió la solicitud de acumulación, se aplicará 
el Reglamento de Arbitraje de la CNUDMI. 

 

7.   Tras haber recibido una solicitud de acumulación y conforme a lo dispuesto en el 
artículo 8.26.7, el presidente del tribunal constituirá una nueva división («división de 
acumulación») del tribunal, que tendrá jurisdicción sobre la totalidad o sobre parte de las 
demandas, en su totalidad o en parte, que sean objeto de la solicitud de acumulación conjunta. 

8.   Si, tras haber oído a las partes en la diferencia, una división de acumulación tiene la certeza de 
que las solicitudes presentadas con arreglo al artículo 8.22 presentan una cuestión de Derecho o 
de hecho en común y se derivan de los mismos acontecimientos o circunstancias, y de que la 
acumulación constituye el mejor medio para alcanzar el objetivo de una resolución justa y eficiente 
de las demandas, incluidos el objetivo de la coherencia de los laudos, la división de acumulación 
del tribunal podrá, mediante auto, asumir la jurisdicción de la totalidad o de parte de las demandas, 
en su totalidad o en parte. 
9.   Si una división de acumulación del tribunal ha asumido la jurisdicción con arreglo al 
apartado 8, un inversor que haya presentado una demanda con arreglo al artículo 8.22 y cuya 
demanda no haya sido acumulada podrá solicitar por escrito al tribunal que sea incluida en la orden 
de acumulación, a condición de que la solicitud cumpla los requisitos establecidos en el apartado 4. 
La división de acumulación del tribunal concederá dicha orden, si está convencida de que se 
cumplen las condiciones del apartado 8 y de que concederla no supondría una carga innecesaria, 
no perjudicaría injustamente a las partes en la diferencia y no perturbaría indebidamente el 
procedimiento. Antes de que la división de acumulación del tribunal emita dicho auto, dicha 
división consultará a las partes en la diferencia. 

10.   Previa solicitud de una parte en la diferencia, una división de acumulación del tribunal 
establecida con arreglo al presente artículo podrá, mientras toma su decisión de conformidad con 
el apartado 8, ordenar que se suspenda el procedimiento de la división del tribunal designada con 
arreglo al artículo 8.26.7 a no ser que este último tribunal ya haya aplazado su procedimiento. 

11.   La división del tribunal designada con arreglo al artículo 8.26.7 se inhibirá en relación con 
las demandas, o las partes de las mismas, sobre las que una división de acumulación del tribunal 
establecida en virtud del presente artículo haya asumido la jurisdicción. 
12.   El laudo de una división de acumulación del tribunal establecida con arreglo al presente 
artículo con respecto a dichas demandas, o partes de las mismas, sobre las que haya asumido la 



jurisdicción será vinculante ante la división del tribunal designada con arreglo al artículo 8.26.7 
por lo que se refiere a las demandas o a partes de las mismas. 

13.   Un inversor podrá retirar una demanda con arreglo a la presente sección que esté sujeta a 
acumulación y tal demanda no podrá volver a presentarse con arreglo al artículo 8.22. Si lo hace a 
más tardar quince días después de haber recibido la notificación de acumulación, su anterior 
presentación de la demanda no será obstáculo para que el inversor pueda recurrir a una solución 
de diferencias distinta de la prevista en la presente sección. 
14.   Previa solicitud de un inversor, una división de acumulación del tribunal podrá tomar las 
medidas de este tipo que considere adecuadas para mantener la información confidencial o 
protegida de dicho inversor con respecto a otros inversores. Estas medidas serán, entre otras, 
permitir que se presenten versiones expurgadas de documentos que contengan información 
confidencial o protegida a los demás inversores, o bien disposiciones para mantener la privacidad 
de partes de la audiencia. 

Artículo 8.43 

Comité de Servicios e Inversión 
1.   El Comité de Servicios e Inversión proporcionará un foro para que las Partes consulten sobre 
cuestiones relacionadas con el presente capítulo, por ejemplo: 
a) las dificultades que puedan surgir en la aplicación del presente capítulo; 

b) las posibles mejoras del presente capítulo, en particular teniendo en cuenta la experiencia y la 
evolución en otros foros internacionales, y con arreglo a otros acuerdos de las Partes. 

2.   El Comité de Servicios e Inversión, previo acuerdo entre las Partes y tras finalizar sus 
respectivos requisitos y procedimientos internos, adoptará un código de conducta para los 
miembros del tribunal que se aplique en las diferencias que se deriven del presente capítulo, que 
podrá sustituir o complementar las normas aplicables y podrá abordar cuestiones como: 

a) las obligaciones de comunicación; 
b) la independencia y la imparcialidad de los miembros del tribunal; y 

c) la confidencialidad. 
Las Partes harán todo lo posible para garantizar que el código de conducta sea adoptado a más 
tardar el primer día de la aplicación provisional o de la entrada en vigor del presente Acuerdo, 
según proceda, y, en todo caso, a más tardar dos años después de esa fecha. 

3.   El Comité de Servicios e Inversión podrá, previo acuerdo entre las Partes y tras la finalización 
de sus respectivos requisitos y procedimientos internos: 

a) recomendar al Comité Mixto del ACUERDO DE LIBRE COMERCIO que adopte 
interpretaciones del presente Acuerdo con arreglo al artículo 8.30.3; 

b) adoptar y modificar normas que complementen las normas de solución de diferencias aplicables, 
y modificar las normas aplicables sobre transparencia. Tales normas y modificaciones serán 
vinculantes ante un tribunal que se establezca de conformidad con la presente sección; 

c) adoptar reglas de mediación para que sean utilizadas por las partes en la diferencia, como se 
contempla en el artículo 8.20; 



XIa Competencia de Arbitraje Internacional de Inversiones 
© Center on International Commercial Arbitration, AUWCL (2023) 

 

d) recomendar al Comité Mixto del ACUERDO DE LIBRE COMERCIO que adopte cualquier 
otro elemento de la obligación de trato justo y equitativo con arreglo al artículo 8.10.3; y 

e) formular recomendaciones al Comité Mixto del ACUERDO DE LIBRE COMERCIO sobre el 
funcionamiento del tribunal de apelación, de conformidad con el artículo 8.27.8. 

Artículo 8.44 
Exclusión 

Las disposiciones sobre solución de diferencias de la presente sección y del 
capítulo Veintinueve (Solución de diferencias) no son aplicables a las cuestiones a las que se hace 
referencia en el anexo 8-C. 
 
 


